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liquidación» _e:e;::~aA~:~,8:/~:i~'~~aE :: :::c~:~:t:ecl::: 1:
téJinos del arto 322 del Código Procesal Civil y Co ereial de la Nación, con el objeto de que

I,

se d~clare la improcedencia de la resolución nO2.222, del 15 de octubre de 1996, dictada por el
I

MiQistro de Obras y Servicios Públicos de dicha pro ncia, toda vez que no está obligada -a su
! ,

juic,o- al pago. del impuesto a los ingresos brutos or la compra de la energía eléctrica que

pro~uce la Comisión Técnica Mixta de Salto Granpe en adelante CTM-,y su posterior venta al

Me cado Mayorista Eléctrico -MEM, deaho~a e más-, administrado por la Compañía

Ar ntina del Mercado Mayorista Eléctrico S.A. -C SA, a partir de ahora-o
'.Basa su'ipretensión, concretamente, en la exención de impuestos locales

con enida en el arto 12 de la ley 15.336, y además, en que las provincias no pueden gravar

lecimientos de utilidad nacional, cuando losftrib tos interfieren en el cumplimiento de sus

fin (art. 75, inc. 30 de la Constitución Nacional),

Agreg~ que la accionada pretende, gra ar la energía eléctrica producida por una
. I

enti ad binacional, por ¡eÍ mero hecho de atrav~sar su territorio, y por haberse asentado un

ing¿eso meramente for,ffialen los registros de A.yE , quien en realidad no percibe un solo

ni siquiera tiene una oficina en dichacentavo por la comercializaciónde esa energía,
: ~

prorincia. ,r

Sostiene~ en primer lugar, que la
.

TM es una entidad binacional, cuyos
I ~

.

pro' ietarios son los Estados Argentino y Uruguayo siendo la función de AyEE actuar como
I

me a intennediaria en~re aquélla y el Estado Naci nal en la operación de compraventa de

ene gía, en la misma forma en que actúa la Administr ción Nacional de Usinas y Transmisiones

-u E- por la parte uru,g~aya. Ello resulta del capítu o IV, arto 37, del Convenio de Ejecución
~ > ; ,

del Acuerdo de Int~tconexión Energética, ~ro adopor ley 23.390. Recalca que la
, .

p icipación de UTE ~de AyEE en estas operacio es responde solamente a la necesidad de

des gnar los sujetos que actúen en representació?~de los Estados miembros, y que los ingresos



que obtiene por la venta de la energía nerada en Salto Grande no son suyos sino del la

Nación, conforme lo indica además la reali adeconómica.

Esta conclusión, agrega, se. ve corroborada por los diferentes métodos
. :adoptados para registrar la comerci~i .n d~ la ene

.

rgia producida por la

.

CTM pe

.

rtenecie

;
te

al Estado Argentino, desde que comenzó generar Salto Grande hasta la fecha, donde Ay . E
, ,

meramente llevó el registro de las op ra~iones realizadas por el Estado Nacional,

~

n

cump~i01l

.

.
e~to. del cita.do convenio, per

.

o
~i c~brar sum~ alguna en concepto de precio de la

energla electnca vendida a CAMMESA, ni tampoco pagandola a la CTM.
,

I
Señala luego que la ley 1 .336 (con el agregado de lo dispuesto por la 1 y

17.004, que declaró de jurisdicción nacion 1los servicios públicos de electricidad que presta el

Estado por intermedio de AyEE), estable ó un régimenespecial,.

de carácter federal, para la
, .

actividad de generación, transporte y venta en bloque de energía eléctrica al mercado mayorita
. , ,

en todo el país, declarándoloexento de i ". uestos nacionales,provincialesy municipales,con

base en las facultades del arto 75, inc. 30 de la Constitución Nacional.
1

.

Indica que, por sus caracterí ticas naturales, fisicas.y técnicas,. ese servicio es de

neto carácter federal, dado que tiene natu leza interjurisdiccional y hasta internacional. Entre

las características técnicas, resalta .Ia ne esidad de la uniformidad de' las tarifas, fijad s
I

unilateralmente por el Poder Ejecutivoo po otros organismoscompetentes.
'

Agrega que la ley 24.06 mantuvo este régimen especial referído a 1 s

exenciones tributarías para la generación, an~porte y venta de energía eléctrica en bloque

MEM, pues no modificó ni derogó elart. 12 d~ la ley 15.336. Con la privatización de much

t
s

centrales productoras de energía, tant~ hid oeléctricas como térmicas, como asimismo con a

privatización del transporte de energía, la ctividad de los prestadores dejó de constituir u~a

función estatal, ya que las adjudicaciones r ayeton en empresas comerciales con fines de lucr~,

quedando éstas sometidas a las potestad s Úibutarias de las diversas provincias. Pero l.s

actividades que quedaron en manos de ,ente o empresas estatales destinadas a cumplir fines de

carácter público, mantuvieron las prerrogat vas ldel régimen especial de la ley 15.336. Señal~

en este sentido, el caso de CAMMESA, cr~ da por el Estado Nacional para reemplazar a AyE~
.

. I

en la función de administración, transpQrte venta en bloque

.

de la energia eléctrica al ME~
quien está exenta de todo impuesto nacio 1, provincial y municipal, conforme al arto 13 d~1

,
"

"

.....

--~-



"

S. ., A.1304, L.XXXIl.

"

d reto 1192/92. La ley 24.065, en su arto 37, regul' específicamente la retribución que pueden
,

,

reqibir las empresas de generación y transporte de p piedad total o mayoritariamente estatales,

po~ la venta de energía, es decir, que no 1e 1 s concedió la competencia para actuar

cobercialmente y obtener los beneficios económi os en el mercado, quedando además los

ex' edentes que pudieran obtener afectados a iriteg ar un fondo unificado, cuyo presupuesto
, ,

ap eba anualmente el Congreso de la Nación y ue es administrado por la Secretaría de

En rgía.

En este marco normativo, entiende 1 actora que cabe concluir que la energía
1

pr ducida, transportada,o vendida en bloque ,~ M por empresas de propiedad total o
I

m oritariamente estatales y la energía producida or los entes binacionales, no puede ser

gr vada con impuestos nacionales, provinciales q m nicipaJes, pues en la enumeración taxativa

de us respectivos ingresos y egresos no está pre~st la incidencia impositiva.

A continuación, señala las pafticu aridades que reviste la CTM, entidad
i

bi~cional generadora de la energía eléctrica que' s pretende gravar y que debe considerarse,,

coIPprendida en los términos del arto 75, inc. i30 e la Constitución Nacional. Expresa que,
'

AY~E no es propietaria de dicha CTM, y que n realiza actividad lucrativa alguna en la

prqvincia de Entre Ríos. '

Puntualiza que la energía generada Salto"Grande no aprovecha una fuente
iL

pr vincial, sino nacional; .que la casi totalidad de dic a energía pasa, a través de la provincia de
'

r;

En re Ríos, para incorporarse al circuito interconect do, sin que, AyEE comercialice energía en

te 'torio provincial entrerriano. Es obvio, entonces, que gravar con un impuesto dicha energía

elé trica generada para todo el país, por el mero 'hec o de pasar por la provincia de Entre Ríos,

int mere en el cumplimiento de los fines de ':Itili ad nacional del establecimiento. En tal
, ,

int ligencia, el impuesto cuyo cobro se pretende' con tituiria un verdadero derecho de tránsito,
1

en iolación del arto ¡ 1 de la Constitución Nacional. lloasí, puesto que AyEE no produce, ni

tra¡)sporta, ni distribuye energía eléctrica en la provi ia de Entre Ríos. La energía generada, en
' .Ii'

,.

Salto Grande pasa pór ',el territorio provincial p a conectarse al Sistema Argentino de
, , .1 ,1

Int~rconexión -SADI, d,'ahora en más- en la localida de Santo Tomé, provincia de Santa Fe.

Por otra parte, recuerda que, por d sposición del arto 43 de la ley 15.336,
,

mo ificada por la ley 23.164, la Nación ha reconoci o a las provincias en cuyos territorios se

"1

I
'1
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"r, ,

,

.¡
,

hallen presas hidroeléctricas, un porcenta e sJbre el precio de venta en, bloque de la ene tía

eléctrica producida por tales centrales. N se trata de una regalía, sino de una compensac ón

por la federalización de esos recursos. Como Salto Grande (al igual que Yacyretá) on

emprendimientos binacionales que no se ientan totalmente sobre territorio provincial, dad el
I

carácter internacional de los rios aprovech do~, el decreto 141/95 ha dispuesto la aplicación el

arto43 de la ley 15.336 a esos aprovecham entos, por entender que no estaban contempladosl en
,

I

forma inmediatamente operativa en dicha on1f1. Aclara finalmente que, sobre el 12% del v~lor

de generación de Salto Grande, a la provi cia de Entre Ríos le corresponde el 70,236% de la

suma resultante, mientras que el porcentaj restante pertenece a la provincia de Corrientes.
!

Señala que el arto 12 de 1 ley 15.336, a su entender, contiene una exenc ón

objetiva de tributos locales aplicable al , qonstituyendo una norma ljberatoria que debe er

correctamente interpretada. Apoya sus co clusiones afirmando que la ley 22.016 no derog' el

arto 12 de la ley 15.336 ni genérica ni es eci&amente, tratándose sólo de una derogación de

exenciones concedidas en una multiplicida de normas por razones subjetivas, y no en cuant a

la prestación de actividades objetivament consideradas. Agrega que, aún prescindiendo de

dicha exención, el impuesto pretendido po la provincia afecta el cumplimiento de los fines de

utilidad nacional de Salto Grande, inte Irie~do directa y significativarrtente en los cos, os
,

operativo s, en las regalías, en el pago e ~mpromisos de las deudas contraídas, en ~as
I

ínversiones en obras en ejecución, en la est bil~ción de los precios de la energía eléctrica y!en
i' ¡

la recuperación de la inversión. Todo ello, pues el precio que paga CAMMESA por la ener$ía

eléctrica supuestamente vendida por A E se destina íntegramente a los fines públiqos

previstos por la ley (conf. arto 37 de la ley

Explica también que AyEE e ha desprendido de las centrales que poseía en la
i¡

.
provincia de Entre Ríos, por lo cual, desd el 'año 1994, dejó de actuar allí. Por esta razón, el

número de inscripción como contribuye te ~n el Convenio Multil~teral que antiguame te

utilizaba también en Entre Ríos por las ctividades en que cesó, lo conserva pues efec 'a
\',0 :

prestaciones minoristas en las provincias de Tucumán, Santiago del Estero, Formosa y a

Ríoja, pagando el impuesto sobre los ¡"gre os brutos, tal como también lo hizo en su mome to

en jurisdicción de la demandada, donde'-ac ara~nunca abonó suma alguna en ese concepto

la energía producida en Salto Grande.

'\. .i
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Rebate, ,por último, algunos argum ntos obrantes en las resoluciones de la

Di ección General de Rentas. Indica que su inscri ción como contribuyente en el Convenio

M Itilateral, y el número correspondiente, no, irhpli n que haya consentido la imposición en

caso particular, o su condición de contribuyen e~ sino que corresponde a las actividades

mi oristas por las cuales sí tributa en las jurisdiccio s donde aún realiza actividades minoristas
, ,

gr vadas. Indica asimismo que la pretensión dd gr var toda la energía proveniente de Salto

G nde, implica sostener el absurdo argumento de ue toda ella se comercializa y consume en

la provincia de Entre Ríos. Remarca que las resol ciones administrativas no han tomado en
!

'

copsideración que, debido al sistema normativo qu la rige, AyEE no obtiene utilidad alguna
I

.

por la realización de las operaciones vinculadas bon a energia de Salto Grande, sino que opera
I

corno un mero representante del Estado Nacional razón por la cual su actividad, además,
I ,

en: uadra en el marco de exención del art.167 det C digo Fiscal provincial.

En forma subsidiaria, cuestiona tarn ién el desconocimiento realizado respecto

de Convenio de Saneamiento firmado entre la Pr vincia y la Nación el 29 de diciembre de

19 2, en los términos de la ley 24.133, conform el cual la primera no tendría derecho a
I I

re lamar suma alguna por el concepto discuticJ~, on anterioridad al 31 de marzo de 1991.
I

S tiene que, al no hacerse reserva alguna por el co cepto reclamado, la renuncia al derecho y

a 1 acción por deudas anteriores a la fecha ind~ad conforme al arto 3° de la ley 24.133, es

pl namente operativo. ,~;tt1

11"

-H-

A fs. 184/219 conte~ta la demanda e Fiscal de Estado, de la Provincia de Entre

Rí~s, reconviniendo en los términos del arto 32 del Código de rito, la declaración de
I

in9onstitucionalidaddel arto13 del decreto nO1192/ 2 del Poder Ejecutivonacional. .

En lo pertinente, sostiene que A}iEE stá obligada a pagar el impuesto sobre los

10 esos brutos, y que la resolución nO2222/96 de Ministerio de Obras y Servicios Públicos

pr vincial no es.ni ilegíiiÍna ni inconstitucional. A s

de ogado por los arts. ~'oY3° de la ley 22.016..pbr
int mera con el fin de utilidad nacional de AyÉE,

pr vincial en los términos del arto 75 inc. 30 de I~C

criterio, el arto 12 de la ley 15.336 ha sido

tro lado, niega que el impuesto reclamado

iendoincuestionable la potestad tributaria

a Magna.

,
.'
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i

Advierte que el río UIVg ay no es territorio federal, ni está federalizado, ¡sino

que es territorio y dominio originario pe la provincia (conf arts. 121 y 124 de la Constitución

Nacional). Niega que el impuesto preten idQ configure un derecho de paso, prohibido po los
I .

I

arts. 9 a 12 de la Ley Fundamental, sino ue -a su entender- setrata de un gravamen aplica o a
I

la comercialización de energía que, e ctíia AyEE, al comprar a la CTM en terri orio

entrerriano, y revenderIa a CAMMESA en :~uenos Aires, cornQ a cualquiera otra acti

interjurisdiccional.

Indica que no es cierto,qu AyEE no cobre por la gestión realizada, puesto que

el arto37 de la ley 24.065 no impide que, or la afectación legal de fondos liquidos a un de ino

especial, puedan igualmente existir utili des. Y que además, esos fondos afectados p r la

citada norma, son los que resultan despué ,dJ pagar los costos operativos, los que desde l11:~go

incluyen los impuestos generales que grav n la actividad.

La reconvención que dedu cbntra el arto 13 del decreto 1192/92 se basa en
,

que el mismo viola -a su juicio- el principi de legalidad en materia tributaria, establecido en:los
!arts. 4,17) 19

,

'
52 Y75 inc. 2° de la Con ilución Nacional, v

'

álido tanto p3ra la impo$ició1 de
cargas, como para el establecimiento de e enciones. Por lo tanto, CAMMESA no goza de ~na

exención legalmente concedida.,
I

Sostiene que no C$cierto q
e"" haya con$iderado que la pi!rticipación de

A~
en la compra de energía eléctrica a la TM sea del ciento por ciento, sino que, ante

I

las
negativas de la actora a los requerimiento de!información cursados, no hubo más remedio

~ue
realizar la determinación de oficio sobr base presunta, agregando que todas las prueras

inducen a considerar que la totalidad d la .energía comprada vuelve a !ICf revendida

I

en
territorio entrerriano.

Agrega que no es creíble q la comercialización realizada por AyEE se haga!en

representación del Estado Nacional, ya qu re~stra las operaciones contables, paga sus costos

operativos -entre los cuales deben comput se los tributos normales de la actividad- y, reciénien
I

una etapa final, remesa el remanente al fon o del arto 37 de la ley 24.065. Es decir, que si b,en

C$obvio que confunne la legi$lación I~ uti idade$ finale$ $Ondel Estado Nacional, 10$insref$

bruto$ $Un de AyEE Puntualaa má$

t te,
que el conv~o ratificado por ley 23.390

ro

~j i,
, ' I

,,1
"



S. ., A.1304, L.XXXII.

p híbe que los Estados signatarios sean sujeto encargados de comercializar la energía
,

1
g nerada y que, de su arto37, no surge que AyEE a túe en representación del Estado.

Con respecto al convenio celebrado l 29 de diciembre de 1992 con la Nación,

e~ el marco de las leyes 24.133,24.154 Y 23.9$2, ostiene que no es cierto que en él se hayaI .

~
'

,
re~unciado a todos los reclamos no efectivizados momento de firmarlo, y que su cláusula

1
q~inta, apartado c) detalla las deudas de ~mp esas nacionales que se incluyen en la, ,,

,

c pensación, entre las cuales no figura la d,eud de AyEE. Por ello, los créditos que se

re lamaron con posterioridad, no quedaron alcanza s por aquella compensación y transacción.

Remarca que AyEE ha reconocido siempre su carácter de contribuyente del

1 uesto sobre los ingresos brutos y de inscriptb e el régimen del Convenio Multilateral, en

a expresa. Por esa razón, sostiene, incurre ~ c ntradiccióncon sus propios actos, cuando

pr tende ahora descpnocer su carácter de contribuy

Niega también que la realidad nómica indique que la CTM vende

ac ualmente a CAMMESA la energía eléctrica, o que AyEE no haya pagado esa energía

co prada, o que no haya recibido el precio por su v nta como un ingreso en su patrimonio.
I

i Con respecto a la derogación del arto 12 de la ley 15.336, indica que si estuviera

vigente, todo el sector privado eléctrico estaría bxe o, hecho que la propia demandante niega.

Es
I más, agrega que AyEE es contribuyentepor el impuesto sobre los ingresos brutos en las

JU sdicciones en que desarrolla actividad minorista, partir de la vigencia de la ley 22.016.

Indica que basta con que AyEE fo .
ce la compra de la energía en territorio

erriano, para que se configure el hecho imponib e del tributo reclamado. Indica que no se

a la energía generada por Salto Grande, ,ni u paso fisico por la provincia, sino la
I

ercialización que de ella realiza AyEE, lif11itaa a la porción atribuible a Entre' Ríos
!

ormecon el Convenio Multilateral. Niega que ista una interferencia con el fin de utilidad

na
.
onal del establecimiento, y sostiene que la,pte a incidencia económica del impuesto no

pu de considerarse CoIRo,una interferencia con lesefin. Agrega que tampoco el SADI tiene
'..1

'ex ción impositiva alguna, pese a estar sujeto a juris icción federal.

Niega que se pretenda violar el arto 11 de la Constitución Nacional porque
l

co~tituya un derecho de tránsito, pues se grét.va l ingreso bruto por la comercialización

.,
!

, I
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producida, la CQmpra a la CTM para s reventa a CAMMESA, aparentemente en el p opio

territorio entrerriano.

. En síntesis, basa, su pret nsión fiscal en sostener la potestad tributaria que I

i .
Iconservan las provincias sobre los establ cinuentos de utilidad nacional, en que las exencif>nes

impositivas por las actividades desarroll as, en dichos establecimientos deben ser estable4idas
,,

Ipor el Congreso Nacional, no existiendo 'faVor de AyEE ninguna exención impositiva vig~nte.
,

IAdemás, en que el arto 13 del decreto 192/92 es inconstitucional por violar el principi~ de

legalidad en materia tributaria, y en que I arto 37 del Convenio aprobado por ley 23.39~ no

contiene ninguna calificación especial p r la, cual AyEE actúe en representación del Es.ado

Nacional.

¡

'1
-III-

I

Conforme ha dictaminado ya esta Procuración General a fs. 114/115 a.,

entiendo que la vía intentada del arto 322 el Código ritual resulta procedente, por las raz nes

que oportunamente se expusieron, a las ue {I1eremito bre\,iJatis CGIISae,y toda vez qu se

configuran los requisitos exigidos por r itetada doctrina de V.E. (conf. Fallos: 307: 1 79;

310:606; 316:2855 y 318:2374, entre otro ).

En el considerando quint d~! último de los precedentes citados, ese 1\1to

Tribunal expresó que "en la medida en ue la cuestión no tenga un carácter simplem~te
,

Iconsultivo oi importe una indagación mor mente espec;ulativa, sino que responda a un
cast y

busque precaver los efectos de un acto e ci~rnes -al que se atribuye ilegitimidad y
lesió1 al

régimen COn$tituciOnal

,

federal-la acción de\:larativa (...)

'

constituye un
'

recaudo apto P

, r

a
intentar que se eviten los eventuales perjui os que se denuncian". ,

Considero que en autos no e !t'ata de una cuestión meramente consultiva, s.
o

que se busca precaver los efectos de un 'acto en ciernes", el cual está configurado por el

requerimiento administrativo de la Direcci n Provincial de Rentas, contenido en la resoluci ' n
nO2.222/96, con la expresa reserva de,l~ d andada, de su derecho a iniciar la ejecución fis

con base en dicha resolución, cuando lo ~o sidere conveniente (cfr. fs. 211)..

"
,

Por lo tanto, estimo', que la' acción preventiva intentada tiene suficie.-e

fundamento para ser utilizada como vía pro esaL

¡
'1

" .,
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,
La cuestión sub discussio estriba e determinar si AyEE debe o no pagar el

im uesto local sobre los ingresos brutos, corresp ndiente a la operatoria vinculada con la

en rgía eléctrica adquirida a la CTM de ~alt Grande, y entregada a CAMMESA,

ad
.
nistradora del mercado mayorista-o a los «1~teque antecedierona ésta en dicha función-

I
po los períodos cOQ1prendidosentre enero de 1989 septiembre de 1995.

Para ello, dadas las particular~ c acterísticas de los sujetos involucrados
, ,

(A EE Y la Nación), resulta necesario comenzar! po verificar si la provincia demandada tiene

po estades tributarias para gravar, con el impuesto obre los ingresos brutos, a la actora en el
I

pr~sente supuesto, en atención al debate suscitado e tomo de la vigencia y alcances del arto 12,
della ley 15.336.

A todo evento, también será meriest r examinar la aplicación del convenio de

co~pensación recíproca' de deudas suscripto e~tre las partes, con fecha 29 de diciembre de

19 2, en tanto podrí~ tener efectos sobre una porció de la deuda discutida en autos.

i-v-
t,

La ley 24.065 ha modificado la regul ión referente a la generación, transporte y

dis ribución de la energía eléctrica a nivel nacion3;l,e unciando, en sus arts. 89 y 90, las normas
I

de a ley 15.336 que modifica o deroga, respectivam nte, sin que se mencione entre ellas al arto

12

A difer~ncia de lo expresado por la d mandada, consídero que es claro que esta

no~a no ha s~doderogada por la ley 22.016, ni de anera expresa ni en forma implícita. Con
,

i
pO$terioridad a la sanción de la ley 22.016, en ~au s planteadas ante V.E., se trató sobre la,

aplfcación del arto 1~¡:\de la ley 15.336, sin ent nderse que estuviera derogado (Fallos:
I o", I

31 .:1972; 312: 1870). :'
.

También esta Procuración General ha eputado vigente la norma en discusión, en

op rtunidad de dictaminar recientemente il1 re E.5 , L.XXXII, "Empresa Distribuidora Sur

1,. ,

, ,



¡

S.A. (EDESUR S.A.) el Buenos Aires, Pr~incia de si acción declarativa", con fecha 6 de
,¡

julio de 1998. :,

Con CMácter previo al an 'Iisis del sentido a atribuir a esta norma -sobre e que

también discrepan las partes y acerca d 1 c~\u me expido en el capítulo siguiente-, es pr ciso

dilucidar el alcance de la derogación de exenciones tributarias de las que gozaban los s .
etos

comprendidos en el arto 1° de la ley 22. 16, es decir, si la derogación de exenciones go das

por los sujetos comprendidosen sus s. ,1° Y 3° es total, o si subsistenlas exenc nes
I

denominadas "objetivas", es decir, no otivadas en la mera persona del titular del bene~cio,.,
I

sino en particulares circunstanc~as exte as, vinculadas con la naturaleza de la activid~d o
,

I
servicio público promovido con la exenci n legal.

,
[

Como expresara el Dr. elluscio en Fallos: 310: 1567, in re "Hidroeléqtrica

Norpatagónica S.A. ' (Hidronor) v. Pro incia del Neuquén" (voto en disidencia), ".oo1 ley

22.016, derogatoria de. disposiciones ex' eqtes del pago de tributos nacionales, provicia es y

municipales, constituye un ordenamient d~ carácter subjetivo, pues sus normas tiend n a

privar de beneficios a cierta categoría d personas jurídicas, con prescindencia de la acti dad

desarrollada. Avala esta conclusión el ecbp de que su artículo 1° no se apoya en h cho

imponible alguno, lo cual es innecesario efinir cuando se trata de ordenamientos de este tipo

...", y que "oo.la exención tributaria dispu sta por el arto 12 de la ley 15.336 como la result nte

del arto 15 del convenio anexo a la ley 17574, es de naturaleza objetiva, toda vez que apu ta a

las actividades de la industria eléctrica de inadas a la generación, transformación, transmisi n y
. Idistribución de la electricidad, y no a la í dole de los sujetos autorizados a su explotaciónf Se

refiere a hechos que, al realizarse, no gen ran obligaciones tributarias para ningún sujeto; pÓr el

contrario, si fuera subjetiva, debió ha er
' 6xcluido taies obligaciones para determinádas

ipersonas, sin excluir el posible de la deuda a CMgO de sujetos distintbs."

!(considerando 4°).
I ,

Esta inteligencia ha sido cott,tpartida ya por esta Procuración Gener

dictaminar, entre otras, en la causa .2Ó1.XXVIl "Telefónica de Argentina S.A. el

Municipalidad de General Pico si acción meramente declarativa", con fecha 3 de febrer de
'

,

, :¡

al

1997.

, I

-\ Il.

",
'
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I

1

Además, es la interpretaciónqu~:to a compatible lodecidido por V.E. en la

1tencia r~da en el precedente citado en el p;árr fo aoterior, el dia 27 de febrero de 1997.

El dicha causa se analizaba la aplicación del arto 3 de la ley 19.798, en cuanto establece la

extnción de ciertos gravámenes locales a las pre~ta ras de servicios de telecomunicaciones, y

la (::orté entendió que, pese a la amplitud interpret iva asignada a la ley 22.016, dado que la

ac(ora era una empresa privada, no podía reput se alcanzada por el ámbito subjetivo de
,

.

aplicación de la norma, puesto que no estaba cQ1)1prndida en sus arts. 10y 30. Por esta razón,

lógicamente, entendió que el arto 39 de la citada ley 19.978 no había sido derogado por la ley

22016.

Esta conclusión referente a la ley 1 .798 es analógicamente aplicable, en este

ca,o, a la ley 15.336, puesto que son ambas norm s reguladoras de una actividad pública a

ni~el federal, en forma general (las telecomuni~io es interprovinciales e internacionales, y la
i

ge

t

eraciól1, transfor m

,

ación, transmisión y distri~ci .
de la e

,

nerg

,

ía eléctrica" respe

,

c

,

tivament e).

Por otra parte, señalar que el arto 39 e la ley 19.798 se encuentra vigente, y que

la ey 22.016 no deroga exenciones de tributos~oc es, que afectan e inciden en la prestación

de~servicio, cuando la prestadora del servicio ";~n ujeto privado, y simultáneamente sostener

qu~ sí las deroga 'cuando el sujeto es una empre pública, aparece como un razonamiento
i .

pr;,na Jacie violatorio del derecho de igualdad frent a las cargas públicas -arto 16 de la Carta

Magna-, y, además, claramente contradictorioicon la finalidad que inspiró el dictado de la

propia ley 22.016.

Es asentado criterio hermenéuticq q e el alcance de las leyes tributarías debe
i

estjd>lecerse median,e una raz

,

Onable y discreta in rpretación de los preceptos propios del

ré~imen impositivo, computando la' totalidad de as normas que la integran para que el

pr~pósito de la ley se cumpla (Fallos: 307:807; 3111:360, entre otros). Conforme se expresara

en fl Mensaje de Elevación del proyecto de la ley 22 O16, con esta norma se buscó poner en un
.,

pie de igualdad a las eIl1presas públicas con las Iprí adas, dado que aquéllas gozaban de una
I "j. .

se e de exenciones por el niero hecho de tener cará ter estatal o público. y la conclusión a la
,

qu se arribaría, para supuestos de aplicación del' arto 39 de la ley 19.798 (o del arto 12 de la ley
I

15., 36, en el presente), es que dichasexenc~on~s stán vigentes cuando la prestadora es un

suj~to privado, pero están derogadas cuando la pres adora es un sujeto público, con lo cual se

!II
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'I

rompe la nonna de la igualdad, y ademá se~parta de la finalidad expresa de la ley, pues vez

de conseguir ponerlas en un pie de igua dad y competitividad, se invierte la situación exi~tente

en detrimento, esta vez, de las empresas públicas.
:.
1Por lo tanto, es mi parec r qUe debe reputarse que el arto 12 de la ley 15.3~6 es

nonna vigente de nuestro ordenamient~ que establece una exención de tipo objetivo con~nne
I

la

.

actividad que trata, impidiendo que a ~eterminados supuesto

.

s de hecho incluido

.

s tn su
definición, se apliquen las consecuenci nonnales consiguientes a. la

. realizacióndel ~echo, ,

imponible, haciendo abstracción de l s ¿aracteristicas personales
.
de quien desarrol e la

actividad de generación, transformación, transporte y distribución de enetgía eléctrica.

"
1

- VI-
Respecto del alcance qu cabe atribuir al arto 12 de la ley 15.336, ha t nido

oportunidad esta Procuración General de ,opinar, en el citado dictamen in re "Em resa

Distribuidora Sur S.A. (Edesur S.A.) B1Jenos Aires, provincia de si acción declarat, va",
1donde se dijo que esta exención objetiva no exime a las empresas generadoras, trasportaqoras

y/o distribuidoras de energia eléctrica e tpdo tributo local -inteligencia que preten4e la
'.. . ,

1actora-, sino sólo de aquellos que imp iquen una restricción o una dificultad a su ~ibre
i
1,producción y circulación, es decir, al c mplimiento de sus fines.

. Este sentido atribuido a l nqnna es compatible y homogéneo con la fin

que inspiró la jurisprudencia de V.E. qu s~ :viera plasmada en la Reforma Constitucion de

1994, con la redacción dada al inc. 30 deart. 75 de la Constitución Naci9nal. Las provinc s y

los municipios conservan entonces sus poderes de imposición, en tanto y en cuant no

interfieran con el cumplimiento de los fi es! de utilidad nacional que animaron la legisla ión

dictada.

En el sub examine entone s, la provincia demandada conservará sus potest des

de imposición sobre las empresas que d sarrollen tareas en el marco de las leyes 15.336 y
,

I24.065, en tanto y en cuanto esos tributo no:impliquen una restricción o una dificúltad p~ la

Ilibre produ.~<aón,transporte o circulación de energía eléctrica, es decir, en lo que atañe al ~lIb
,

:
l' Ilite, mientras no impliquen una dificultad una restricción indebida para la actividad de AyEE

! '

l.

i
"

'1' ". .
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.

y ~el sistema federal de generación, transparrte, ransfarmación y distribución de energía
:

elftrica regulada par la ley 24.065 y demás narmas ederalés cancardantes.

, De atro lada, y a mayar abundarnjen , en cuanta a la alegaciónpar parte de la

ac~ara de la existencia de un entarpecimienta en' el sarralla de sus actividades coma parte de

unlestablecimienta de utilidad nacianal (canf arg. a . 75, inc. 30 de la Canstitución Nacianal)

ca espande indicar que, en cuestianes similares a las debatidas en el sub examine, ha
,

ex resada la Carte que, si bien en la tarifa oficia fijada par el Estada Nacianal no. se ha

"pr vista la incidencia del impuesta lacal . sabr~ la' ingresas brutas, ella no. transfarma su

na raleza de impuesta indirecta en una de tipo..~ir cta; no. implica, par sí, que se interfiera la .
,,

ac vidad del establecimiento. al extrema de absfácul zar la satisfacción de sus' fines de utilidad
I

na ianal. A ella agregó que, par atra parte, la talt de previsión de la incidencia del. tributa

la~ en la tarifa fijada par la autarÍdad nacianal, a el sujeta pasiva al determinar suS'castas,

no.¡puedejustificar un cercenamiento. de las patestad s tributarias pravinciales (sentencia del 29
' .1.

de naviembre de 1994, ill re Y.35.L.XXII, "YPF,c/ unicipalidad de Banda del Ría Salí", can
i

re~isión al vata en disidencia del Dr. Bellusciaen alias: 316:2206). Las provincias pueden
. , ,

est ' blecer librementeimpuestas sobre las activid~de ejercidasdentro.de.su territaria, y sabre

las casas que farman parte de la riqueza general, cama también determinar las madas de

dis 'buirlas, sin más limitacianes que las que resuIt de la Canstitución Nacianal, siendo. sus

fac ltades; dentro de estas límtes, amplias y discr cianales (canf Fallas: 95:327; 151:359;

15 :104; 179:98; 210:500; 243:98; 265:15; 286:Jpl; 98:341; 307:374, entre muchasatras).

Es mi parecer que esta apinión s inscribe dentro. de la línea netamente

fed ralista de interpretación constitucianal que ~a t nido. el Tribunal, puesta que si bien ha

exp esada reiteradamente que nuestra Carta Ma~a a querida hacer un sala país para un sala

pue la, fundando. una unión indestructible, pera d Estadas indestructibles, puesta que no.
I

habpa Nación si cada provincia se candujera en la ec nómica cama una patencia independiente,

(ar~. Fallas: 179:9), elloha sido. siempre can la salve ad hecha de que ''No. ha de cansiderarse

can1a un sala territariapara un sala puebla salame te can el abjeta de apaner esa superiar

real~dad institucianal a lasextralimitacianes pasibles e la patestad fiscal de las pravincias, que

can tituye alga así cama la base de sustentacíón e las autanamías pravinciales" (Fallas:

208521). La función más impartante de, esa Cart -cama la ha dicha V.E.- "cansiste en

"

I .
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'

interpretar la Constitución de modo qu el: ejercicio de la autoridad nacional y provinci 1 se

desenvuelvan annoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecenta los,
u

poderes del gobierno central en detrimen o de las facultades provinciales y viceversa. Del 1 gro
, ,

de este equilibrio debe resultar la amalga a perfecta entre las tendencias unitaria y federal que

Alberdi propiciara mediante la coexisten .
a de dos órdenes de gobiernos cuyos órganos a úan

en órbitas distintas, debiendo encontrar e s(>lo para ayudarse. pero m~nca para destru' se"

(Fallos; 186; 170).

Bajo estas premisas, recie emente, en otro tema donde se presentó un conflicto

similar, referido a las potestades tribu ari3§ locales, en relación con normas naciodales

regulatorias de un servicio público, el T bunal sostuvo, in re T.375, L.XXXI, "Telefónica de

,ArgentinaS.A. el Municipalidadde Chas mús si acción meramentedeclarativa",sentenci ¡del
18 de abril de 1997, que "como lo tiene di holesta Corte desde antiguo, es' indudable la facu tad .
de las provincias de 'darse leyes y orden

:8 de impuestos local~s
'"

yen general, todas las
que juzguen. conducentes a su bienestar y rosperidad, sin más limitacione$ que las enumer as

en el artículo 108 (actual 126) de la C nstitución Nacional' (Fallos: 7;373, entre muc os

otros), toda vez que, 'entre los derechos que constituyen la autonomía de las provinciasj es

primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención alguna de autori~ad

extraña' (Fallos; 51;349; 114;282; 178;30 , en

.

~remuchos otros).", expresando además que f'es
lógico concluir, como lo ha hecho esta Co e desde sus orígenes mismos y de modo reitera~o,

,
que 'los actos de las legislaturas provincial s no pueden ser invalidados sino en los casos en ~ue

la Constitución concede al Congreso Naci nal, en términos expresos, un poder exclusivo, o
ien

I .que el ejercicio de idénticos poderes ha sid expresamente prohibido a las provincias, o cuaqdQ

hay una absoluta y directa incompatibilida
. en el ejercicio de ellos por éstas últimas' (Fallps:

3: 131; 302: 1181, entre muchos otros).".

Arribado a este punto, e ,advertir que si bien la actora ha alegado la
1. .

afectación de su actividad por el ejercicio el.poder impositivo local, expresando que la impi

o dificulta al extremo, estimo que no sur e de autos la demostración cabal e indubitada
';

dicho aserto. Sin perjuicio de ello, es mene ter ,indicar que la resolución del punto presupone la

evaluación de cuestiones de hecho y. pru ba, ajenas por su naturaleza al dictamen de e te

Ministerio Público Fiscal, limitado a emi..tir pinión sobre temas .federales.

, .
l.
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Por qtra parte y, con independencia e todo lo expresado, debe examinarse la

int ligencia que cabe atribuir al "Acuerdo de S~ .
ento Definitivo de la Situación Financiera

"en re el Estado Nacional y la Provincia de Entr~¡Rí s al 31-03":91", suscripto con fecha 29 de
L i,

di ,iembre de 1992. Dicho acuerdo se enmarca, com reconocen ambas partes, en la ley 24.133,
I

Y l~s modificaciones introducidas por la ley24.154,discrepando ellas únicamente en cuanto al
I

alqmce que cabe atribuir a las deudas no incluidlt8e resamente en el mismo.

Confomte su cláusula segunda, las p rtes renuncian tanto al derecho como a la

acóión derivada de deudas y de créditos existen~es al 31 de marzo de 1991, que excedan lo
¡O;

ex resado en este Acuerdo, los que deberán tomars como definitivos y caOcelatorios de cada

un de los respectivósconceptos.

Cabe considerar entonces que toda tra deuda (discutida o no, determinada o

po determinar) que no estuviera contemplada n forma expresa en el Acuerdo, debe

ent nderse renunciada, tanto en cuanto al derec~o c mo en cuanto a la acción. Conclusión que

se desprende no sólo de su texto, SinO

amente con el origen del mismo.

de otros elementos que se relacionan
11

"
I

En primer lugar, la finalidad que 'ins iró su celebración. La clara intención de

rea~izarun "san~amiento definitivo" de la situació.nfi anciera recíproca entre las provincias y el

Est~do Nacional, conforme el texto de la ley 24.13 , Yel contenido de la cláusula primera de: .,
estt acuerdo. Si otro fuera el alcance otorgado ~dic a cláusula, como lo pretende la Provincia

en ~utos, el saneamiento no seria definitivo, sino eramente parcial, afectando parte de las
I

de das recíprocas.
.

I

Por otra parte, el arto 30 de la ley 24 133 expresa que "Dicha renuncia deberá

ext nderse a todos los créditos y débitos, aún cu do hubiesen sido objeto de transacción,

co pensación, remisióJ1ten general sometidos ia c alquier procedirniento de saneamiento, o

no eran considerados,!a' efectos de establecerf :los saldos de cada provincia con el Estado

nac onal. Ello, salvo, reserva expresa de cualquiera e las partes. " (énfasis añádido). Reserva
. . ,

exp esa que la provinci,ade Entre Ríos no ha fOfD1uado respecto de la deuda cuya e~stencia

"aqu se discute.' ,
!



,

"

"l.

Se concluye entonces q e el reclamo del Estado provincial no podrá! ser

efectuado en relación con la deuda anteri r al31 de marzo de 1991, por haber renunciado ~ste
' 1 :al derecho y a la acción, dado que no est contemplada en forma expresa en el Acuerdo cit~do,

ni excluida de la renuncia general formula a.

-'VIII-1
.

Con respecto a la recon ención deducida por la deni~dada, solicitand la

declaración de inconstitucionalidad del.:, 13 del decreto 1192/92 del Poder Ejecu ivo

Nacional, en tanto establece una exenció irnpositiva sin ley que lo respalde, en violación del

principio de reserva de ley, al no discu irse en autos la aplicación de dicha norma, t do

pronunciamiento acerca de su validez o i validez configura un pronunciamiento en abstra to,

sobre una norma no aplicable al caso.

-IX - ,
1.
IPor lo expuesto en los ca ítulds VI a VIII del presente dictamen, opino que
Icorresponde hacer lugar parcialmente a la emanda instaurada, en los términos expresados eq el

acápite VII, rechazándola en lo restante, oda vez que V.E. considere -concordando con la
I .
Iopinión de esta Procuración General verti e~ los acápites V y VI- que no se ha demostra o

l.que el impuesto local impugnado interfiera on'el servicio prestado por laa~tora.

" Buenos Aires, ,,.Q de febrero de 1.99 ._
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